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 28 DE MAYO DE 2025

A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO:

La Comisión de Educación de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, tras el correspondiente análisis y evaluación, recomienda respetuosamente a este Honorable Cuerpo Legislativo la aprobación del Proyecto de la Cámara número 119 (en adelante, P. de la C. 119), incorporando las enmiendas sugeridas que se detallan en el entirillado electrónico que se acompaña.
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ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 119 dispone enmendar la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, en su Artículo 1.02 (d) para añadir un subinciso (11); enmendar su Artículo 2.04 (b), subincisos 15 y 42; enmendar el Artículo 2.12 (q)(4);  enmendar su Artículo 6.05 (m); enmendar el Artículo 9.02, para añadir un nuevo inciso (h); y, enmendar el Artículo 11.01, para añadir un inciso (h), a los fines de establecer como parte de la política pública del sistema educativo la inclusión de los padres, madres o encargados de los estudiantes del sistema público de enseñanza, en los protocolos que atienden situaciones donde se coloca en peligro la seguridad e integridad física de los estudiantes de las escuelas públicas, y establecer el deber continuo de mantenerlos informados; y para otros fines relacionados.





INTRODUCCIÓN

El Departamento de Educación de Puerto Rico tiene la responsabilidad esencial de velar por la seguridad y el bienestar de sus estudiantes, quienes le son confiados con la expectativa de recibir una educación de calidad en un ambiente seguro. Esta obligación no se limita al aspecto académico; también implica garantizar que los niños, niñas y jóvenes puedan asistir a sus escuelas con la tranquilidad de que su integridad física y emocional está protegida.
En los últimos años, han surgido serias preocupaciones relacionadas con la seguridad en los planteles escolares. Entre ellas, destacan las condiciones estructurales de muchas escuelas, que podrían no resistir adecuadamente eventos como terremotos, así como las amenazas y actos de violencia con armas de fuego en o cerca de las aulas. Estas situaciones generan un impacto directo en la vida de los estudiantes, afectando no solo su seguridad, sino también su salud emocional y el nivel de confianza que las familias depositan en el sistema educativo.
A raíz de estos eventos, se han comenzado a implementar medidas como talleres y simulacros para manejar escenarios de emergencia, incluyendo posibles incidentes con tiradores activos. Sin embargo, aún existen vacíos importantes, especialmente en lo que respecta a la participación e integración de padres, madres y encargados en los planes de preparación y respuesta.
Por esta razón, esta Asamblea Legislativa considera necesario y urgente establecer una política pública clara que defina cómo debe actuar el Departamento de Educación de Puerto Rico en situaciones de emergencia. Esta política debe incluir protocolos actualizados, efectivos y transparentes, que garanticen la participación informada de toda la comunidad escolar. Solo a través de una preparación colectiva, organizada y constante se podrá cumplir con el compromiso más importante del sistema educativo: proteger a nuestros estudiantes y brindarles un entorno donde puedan aprender, crecer y desarrollarse con seguridad y confianza.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

El P. de la C. 119 fue radicado el 3 de enero de 2025 y referido a la Comisión de Educación el 16 de enero de 2025.  
Para la evaluación y análisis de la referida medida se presentaron Memoriales Explicativos de: Departamento de Educación de Puerto Rico, y Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico. 
En cumplimiento con nuestra responsabilidad legislativa y con el propósito de obtener el aporte necesario dichos memoriales fueron evaluados y analizados para propósitos de la redacción de este informe bajo nuestra consideración.
A continuación, se presenta un resumen detallado de los comentarios proporcionados por las asociaciones y entidades gubernamentales antes mencionadas.



DEPARTAMENTO DE EDUCACIÓN DE PUERTO RICO 

El Departamento de Educación de Puerto Rico (en adelante, DEPR), por conducto de su secretario, el Lcdo. Eliezer Ramos Parés, presentó su memorial explicativo. En este documento, el DEPR agradeció la oportunidad de ofrecer sus comentarios sobre el P. de la C. 119, el cual propone enmendar varios artículos de la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico” (en adelante, Ley 85-2018) para establecer como política pública la inclusión de padres, madres o encargados en los protocolos de emergencia del sistema público de enseñanza. La agencia reafirmó su compromiso con garantizar un entorno seguro para el aprendizaje, libre de amenazas a la integridad física de los estudiantes.
Como parte de ese compromiso, el DEPR ha desarrollado e implementado un Plan de Emergencias y Respuesta ante Incidentes Catastróficos, alineado con guías federales y basado en las lecciones aprendidas tras el paso del huracán María. Este plan contempla la realización de simulacros mensuales en todas las escuelas y la validación anual de los comités escolares de seguridad. Además, el DEPR ha reforzado la seguridad presencial en los planteles escolares, recuperando servicios previamente eliminados por recortes presupuestarios y aumentando la cantidad de oficiales de seguridad mediante fondos federales. Como resultado, se ha logrado una reducción del 93% en los incidentes escolares reportados.
Asimismo, el DEPR ha instalado más de 12,000 cámaras de vigilancia en escuelas y oficinas, lo que ha permitido reducir considerablemente los actos vandálicos y generar ahorros significativos para el erario. Estas cámaras también han sido útiles para apoyar investigaciones criminales y facilitar arrestos en casos graves. Como medida adicional, se ha comenzado a implementar un sistema de detección de armas basado en inteligencia artificial, diseñado para alertar a las autoridades de manera inmediata ante cualquier amenaza.
En el área de adiestramientos, más de 22,000 empleados escolares han sido capacitados en temas relacionados con la prevención, mitigación, respuesta y recuperación ante emergencias, incluyendo incidentes con tiradores activos. Estos talleres, liderados por expertos en seguridad, psicología y manejo de emergencias, han abordado temas como primeros auxilios, identificación de riesgos, evacuaciones, y respuesta ante incidentes de salud pública.
Además, el DEPR ha iniciado la instalación de pasadores internos en las puertas de los salones de clase, con el fin de facilitar el proceso de "lockdown" y aumentar la seguridad en caso de un atacante activo. Esta medida se tomó tras evaluar buenas prácticas implementadas en otras jurisdicciones. Hasta la fecha, se han adquirido 120,000 dispositivos, de los cuales ya se ha instalado aproximadamente el 70%.
Como parte de sus proyectos futuros, el DEPR se encuentra en la fase final de contratación de un sistema multicanal de alertas de emergencia, que permitirá comunicar situaciones a estudiantes, personal, padres y agencias de primera respuesta. Este sistema podrá emitir alertas por mensaje de texto, correo electrónico y altavoces, facilitando una respuesta coordinada ante situaciones como terremotos, pandemias, tiradores activos, escapes de gas, entre otros.
Finalmente, el DEPR expresó ciertas reservas respecto a la capacitación directa de padres y madres sobre manejo de tiradores activos, debido a la posibilidad de que se malinterprete su rol y se ponga en riesgo su seguridad al intentar ingresar a las escuelas durante una emergencia. Por ello, el Departamento reiteró que continuará enfocando sus esfuerzos en capacitar al personal escolar y a los estudiantes, como ha venido haciendo en los últimos años, manteniendo a su vez a las familias informadas a través de los protocolos establecidos.

COLEGIO DE INGENIEROS Y AGRIMENSORES DE PUERTO RICO

El Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico, representado por su presidente, el Agrimensor Carlos R. Fournier Morales, presenta su memorial. Han concluido que no se requiere una ponencia escrita de su parte, dado que el tema tratado no es de carácter técnico. No obstante, reconocen la importancia de la inclusión de los padres, madres o encargados en la política pública educativa. Además, se ponen a disposición para colaborar en cualquier aspecto técnico que pueda surgir en el futuro relacionado con esta iniciativa.

DETERMINACIÓN DE IMPACTO ECONÓMICO

Conforme el análisis y los hallazgos de la medida, la Comisión de Educación entiende que la aprobación de esta medida no tendrá impacto fiscal sobre los presupuestos de las agencias, departamentos, organismos, instrumentalidades, o corporaciones públicas, que amerite certificación de la Oficina de Gerencia y Presupuesto.


CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN

La Comisión de Educación de la Cámara de Representantes ha realizado un análisis de todas las comunicaciones recibidas en torno al P. de la C. 119. La medida representa un paso afirmativo hacia el fortalecimiento de la seguridad escolar en el sistema de educación pública de Puerto Rico. Al establecer como política pública la inclusión de los padres, madres o encargados en los protocolos y procedimientos a seguir durante situaciones de emergencia, se reconoce el rol fundamental que estos tienen en la protección y bienestar del estudiantado. Esta medida promueve una mayor comunicación, coordinación y preparación entre las comunidades escolares y las familias, lo cual es esencial para una respuesta efectiva ante cualquier evento que ponga en riesgo la integridad física de los estudiantes.
A la luz de los incidentes recientes y de los esfuerzos que ya ha emprendido el Departamento de Educación en materia de seguridad, esta legislación refuerza el marco normativo existente sin imponer cargas fiscales significativas ni requerir reestructuraciones presupuestarias complejas. Además, contribuye al desarrollo de una cultura de prevención y colaboración, clave para el manejo responsable y eficiente de situaciones de riesgo en el entorno escolar.
Por tanto, se recomienda favorablemente la aprobación del P. de la C. 119, reconociendo su valor como herramienta de política pública para mejorar la seguridad escolar, fortalecer los vínculos entre la escuela y el hogar, y promover entornos educativos más seguros, inclusivos y resilientes.
Por lo tanto, y muy respetuosamente a la luz del análisis realizado se recomienda la aprobación del P. de la C. 119, incorporando las enmiendas sugeridas que se detallan en el entirillado electrónico que se acompaña.

Respetuosamente sometido,


Tatiana Pérez Ramírez                                                  
Presidenta							  
Comisión de Educación
